RADICACIÓN: 66001-22-04-000-2020-00140-00

TIITULAR: JUAN ANTONIO VARGAS ARIAS

ACCIONADO: JUZGADO 4º DE EPMS

DECISIÓN: DECLARA IMPROCEDENTE


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS ESPECÍFICOS DE PROCEDENCIA / PRISIÓN DOMICILIARIA / PANDEMIA / BENEFICIO POR DECRETO 546 DE 2020 / DELITOS EXCLUIDOS.
… es pertinente mencionar que el inciso 3º del artículo 86 de nuestra Constitución, en concordancia con los artículos 6º y 8º del aludido Decreto 2591 de 1991, indican que la acción de tutela es un mecanismo subsidiario y residual que no procede cuando al accionante le asiste otro mecanismo judicial, salvo que se logre evidenciar dentro de la petición que este último resultaría ineficaz y poco idóneo frente a la afectación de los derechos invocados, o que quien formula su reclamo estaría ante el riesgo de sufrir un perjuicio irremediable que solo se pudiera prevenir con la intervención del Juez de tutela. 

Este requisito se hace más exigente cuando lo pretendido es atacar pronunciamientos judiciales por vía de tutela, pues se supone que el primer escenario con el que cuentan los sujetos pasivos de un proceso, es al interior de la actuación penal, ello en garantía de la preservación del principio de seguridad jurídica…
Teniendo claro cuándo de manera genérica procede la acción constitucional, se hace necesario entrar a aclarar su procedencia para atacar decisiones judiciales; para ello, la jurisprudencia constitucional ha establecido una serie de requisitos conocidos como causales de procedibilidad especiales, los cuales constituyen un condicionamiento para poder proceder con el estudio de fondo que se pretende por la libelista. (…)
… teniendo en consideración que la pretensión de quien propugna por los derechos del aludido ciudadano versan sobre la posibilidad de concederle una subrogación de la prisión intramural por domiciliaria para evitar el contagio del virus COVID 19, la Sala debe poner de presente que precisamente con ocasión de la llegada al país de la aludida pandemia, el Gobierno… expidió el Decreto Legislativo 546 del 14 de abril de 2020, con el fin principal de evitar en la medida de lo posible su propagación entre las personas privadas de la libertad…
… el artículo 6º de la norma en cita consagra la siguiente disposición de obligatorio cumplimiento, previo a conceder el mecanismo sustitutivo de la prisión intramuros: 

“Quedan excluidas las medidas detención y prisión domiciliaria transitorias contempladas en el Decreto Legislativo, las personas que estén incursas en los siguientes delitos previstos en el Código Penal: … delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales de que trata el Título IV”…
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN PENAL 

Magistrado Ponente

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

SENTENCIA DE TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA

Pereira, de dos mil veinte (2020)  

Hora: 

Aprobado por Acta No. 
_______
	Radicación: 
	66001-22-04-000-2020-00140-00

	Accionante: 
	Gloria Inés Montoya Gaviria

	Tiitular: 
	Juan Antonio Vargas Arias

	Accionado: 
	Juzgado 4º de Ejecución de Penas y M. de Seguridad de Pereira

	Decisión: 
	Declara improcedente 


ASUNTO:
Procede la Colegiatura a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión de la querella de amparo promovida por la señora GLORIA INÉS MONTOYA GAVIRIA, quien propugna por los intereses de su compañero sentimental JUAN ANTONIO VARGAS ARIAS, los cuales considera quebrantados por parte del JUZGADO 4º DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA. 
ANTECEDENTES FÁCTICOS:
Narró la señora Gloria Inés que su cónyuge se encuentra privado de la libertad en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira, cumpliendo una sentencia condenatoria tras su declaratoria de compromiso penal por incurrir en el delito de actos sexuales con menor de 14 años. Que su esposo es una persona de 72 años de edad, diagnosticado con múltiples patologías como trastorno depresivo recurrente, pérdida de memoria, angina inestable, hipertensión arterial y obesidad, entre otras. Que por su condición etaria y clínica, su vida se vería en peligro de muerte en caso de contraer Covid-19, enfermedad viral que ya se encuentra en el Centro de Reclusión, lugar que sufre condiciones de hacinamiento. 
Acudió entonces a la acción de tutela para solicitar que se le conceda prisión domiciliaria transitoria.  
ANTECEDENTES PROCESALES:
- El Despacho sustanciador admitió la presente actuación mediante auto, y en él ordenó correr traslado de la demanda a la autoridad judicial accionada, Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira. Además, se ordenó la vinculación oficiosa del Ministerio Público y de quien funge como apoderado del privado de la libertad a instancias del Despacho que vigila la ejecución de la condena.

- Dentro del término de traslado, el Juzgado involucrado contestó que allí se vigila la pena a impuesta a Juan Antonio Vargas Arias por el delito de actos sexuales con menor de 14 años. 

Que la señora Gloria Inés confunde la respuesta negativa a sus intereses, con la ausencia de trámite alguno a su pretensión, pues refirió que ante solicitud que se presentó el 21 de abril de 2020 para la concesión de prisión domiciliaria con ocasión de la pandemia, inicialmente se expidió el auto 1129 de mayo 4 de 2020, con el cual se solicitó al Establecimiento Penitenciario de la ciudad la valoración inicial ordenada en el artículo 8 del Decreto 546 de 2020, para verificar la procedencia de la sustitución, y que una vez se allegó la documentación requerida se definió la pretensión del condenado de manera negativa mediante auto del 26 de mayo de 2020, debido a la expresa prohibición de la norma para conceder el beneficio de prisión domiciliaria transitoria a quienes resulten condenados por delitos que atenten contra la integridad y formación sexuales de niños, niñas y adolescentes.

Mencionó que el 03 de septiembre se ordenó valoración del sentenciado por Medicina Legal para determinar si presentaba estado grave de enfermedad incompatible con la vida en reclusión. Además, una vez el juzgado tuvo conocimiento que el sentenciado resultó positivo para Covid 19, se expidió el auto 2215 del 11 de septiembre de 2020, en el cual se dejó constancia que previamente se había ordenado al centro de reclusión con auto del 30 de agosto 30 de 2020, disponer de manera prioritaria su valoración por parte del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses a efecto de estudiar la viabilidad de conceder prisión domiciliaria por grave enfermedad. 

Que al conocer la situación del condenado se dispuso por parte del despacho: “El Establecimiento Penitenciario de la ciudad a través de su departamento de sanidad deberá de manera inmediata estudiar si es necesario el traslado del sentenciado a las instalaciones de un centro médico u hospitalario, lo cual, de ser así, deberá hacerse de forma urgente informando de ello al Despacho. Dado el contagio del sentenciado se deberán adoptar los protocolos establecidos por el Ministerio de Salud y el Inpec para el manejo de la enfermedad. Se ordena la remisión del sentenciado el 15 de septiembre a las 8:00 de la mañana a Medicina Legal para su valoración y así definir la procedencia de la prisión domiciliaria por enfermedad grave”. 

Argumentó la señora Juez que, a efectos de definir la procedencia de conceder la prisión domiciliaria por grave enfermedad, es imperativo contar con el dictamen médico legal, porque el juez no puede prescindir del concepto científico exigido por la legislación penal para la procedencia de la prisión domiciliaria por enfermedad grave. 
Por esa misma vía, dijo en que: 
i) No existe dictamen de médico oficial que posibilite ordenar la modificación del sitio de reclusión y 
ii) el sentenciado se encuentra recibiendo los servicios médicos requeridos en la Clínica Comfamiliar. 
iii) ordenar el traslado del señor Juan al domicilio atentaría contra su derecho a la salud y vida, teniendo en cuenta que está hospitalizado en una unidad de cuidados intensivos. 
Pidió que se niegue la solicitud de amparo, por cuanto se han adelantado las gestiones que legalmente corresponde para garantizar la vida y salud del sentenciado. 
Finalmente, dijo que una vez se cuente con el dictamen de médico oficial, el despacho tomará la decisión que en derecho corresponda. 
- Por otro lado, se recibió concepto del Ministerio Público, quien, en cabeza de la Dra. Sandra Milena Solano Guerrero, refirió que al verificar el sistema de consulta de procesos de la rama judicial, se avizora que el 19 de mayo de 2020 el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad negó la prisión domiciliaria transitoria del señor Juan Antonio Vargas Arias, por incumplir los requisitos normativos para tal fin. 
Que el 11 de septiembre de 2020 se profirió auto 2215 mediante el cual el Despacho requirió al EPMSC de la ciudad para que tomara las medidas necesarias para proteger la salud y la vida del señor Vargas Arias, así mismo ordenó la remisión del condenado a medicina legal para su valoración y definir la procedencia de la prisión domiciliaria por enfermedad grave, no obstante, tal remisión no fue posible por estar en cuidados intensivos.
La Representante del Ministerio Público se refirió al Decreto Legislativo 546 de 2020, por medio del cual se adoptan medidas para conceder detención y prisión domiciliaria a personas privadas de la libertad y en mayor situación de vulnerabilidad frente al COVID-19, resaltando el que mismo estableció su artículo 6º que las personas incursas en delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales de que trata el Título IV, quedan excluidas de las medidas de detención y prisión domiciliaria, por lo tanto por disposición legal esta medida no puede ser concedida al acá accionante. Anotó que esa disposición fue declarada exequible por la Corte Constitucional. 
Dijo que le parecía viable vincular al EPMSC de la ciudad de Pereira, para que en el evento en que el accionante sea dado de alta, proceda a garantizarle su estadía en un lugar que minimice el eventual riesgo de Re-contagio y para que proceda con lo ordenado por el Juzgado de Ejecución de Penas y Medidas de seguridad en el sentido de ser puesto a disposición de medicina legal para el respectivo examen ordenado en el marco de decisión a tomarse de prisión domiciliaria u hospitalaria por estado de salud.

CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 37 del Decreto 2591 de 1991 y 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015, modificado por el artículo 1º del Decreto 1983 de 2017.

2. Problema Jurídico: 

En esta ocasión, la Colegiatura se encuentra ante el deber de dilucidar si la acción de tutela resulta ser idónea para resolver lo concerniente a una solicitud de prisión domiciliaria como mecanismo sustitutivo transitorio de prisión formal para el señor Juan Antonio Vargas Arias. 
3. Solución: 

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial desarrollado para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente consagrados en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución. 

Sin embargo, es pertinente mencionar que el inciso 3º del artículo 86 de nuestra Constitución, en concordancia con los artículos 6º y 8º del aludido Decreto 2591 de 1991, indican que la acción de tutela es un mecanismo subsidiario y residual que no procede cuando al accionante le asiste otro mecanismo judicial, salvo que se logre evidenciar dentro de la petición que este último resultaría ineficaz y poco idóneo frente a la afectación de los derechos invocados, o que quien formula su reclamo estaría ante el riesgo de sufrir un perjuicio irremediable que solo se pudiera prevenir con la intervención del Juez de tutela. 
Este requisito se hace más exigente cuando lo pretendido es atacar pronunciamientos judiciales por vía de tutela, pues se supone que el primer escenario con el que cuentan los sujetos pasivos de un proceso, es al interior de la actuación penal, ello en garantía de la preservación del principio de seguridad jurídica, porque es claro que las distintas autoridades judiciales han sido revestidas de una serie de competencias asignadas por la ley, sobre las cuales sólo de manera excepcionalísima habría lugar a la intervención del Juez Constitucional, además, la gran mayoría de procesos y trámites de índole judicial se caracterizan por gozar del principio de la doble instancia, lo que quiere decir que el legislador ha previsto para la mayoría de los trámites jurisdiccionales la posibilidad de activar el mecanismo de la apelación o impugnación de las decisiones, con el fin de que un Juez distinto a aquel que dictó el pronunciamiento frente al cual se presenta el desacuerdo, pueda verificar su legalidad e incluso establecer si con la decisión opugnada se vulneró algún derecho fundamental o se desconocieron los lineamientos del debido proceso. 

Teniendo claro cuándo de manera genérica procede la acción constitucional, se hace necesario entrar a aclarar su procedencia para atacar decisiones judiciales; para ello, la jurisprudencia constitucional ha establecido una serie de requisitos conocidos como causales de procedibilidad especiales, los cuales constituyen un condicionamiento para poder proceder con el estudio de fondo que se pretende por la libelista:

“(…) todo pronunciamiento de fondo por parte del juez de tutela respecto de la eventual afectación de los derechos fundamentales con ocasión de la actividad jurisdiccional (afectación de derechos fundamentales por providencias judiciales) es constitucionalmente admisible, solamente, cuando el juez haya determinado de manera previa la configuración de una de las causales de procedibilidad; es decir, una vez haya constatado la existencia de alguno de los seis eventos suficientemente reconocidos por la jurisprudencia: (i) defecto sustantivo, orgánico o procedimental; (ii) defecto fáctico; (iii) error inducido; (iv) decisión sin motivación, (v) desconocimiento del precedente y (vi) violación directa de la Constitución.” 

 

Con todo, y aun cuando la acción de tutela puede servir como mecanismo judicial excepcional para enderezar las actuaciones judiciales equivocadas, es necesario que las causales específicas de procedibilidad que se hubieren alegado en cada caso, se aprecien de manera que permita que la presunta juridicidad del pronunciamiento judicial objeto de cuestionamiento, sea fácilmente desvirtuable. Así, puede concluirse que no toda irregularidad procesal o diferencia interpretativa configura una vía de hecho.”

En el caso que ocupa la atención de la Sala, la accionante no invocó ninguna causal, sin embargo, la Sala oficiosamente estudiará el asunto, teniendo en cuenta la entidad de las afirmaciones hechas por la libelista, a fin de determinar si el Despacho accionado quebrantó las garantías fundamentales del señor Juan Antonio Vargas Arias: 
Acorde con lo anterior, y teniendo en consideración que la pretensión de quien propugna por los derechos del aludido ciudadano versan sobre la posibilidad de concederle una subrogación de la prisión intramural por domiciliaria para evitar el contagio del virus COVID 19, la Sala debe poner de presente que precisamente con ocasión de la llegada al país de la aludida pandemia, el Gobierno declaró un estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica en todo el territorio nacional por medio del Decreto 417 de 2020, y en el marco de dicho precepto, expidió el Decreto Legislativo 546 del 14 de abril de 2020, con el fin principal de evitar en la medida de lo posible su propagación entre las personas privadas de la libertad en los distintos centros penitenciarios, de reclusión y carcelarios de Colombia, de allí que se haya ocupado de establecer directrices específicas de carácter transitorio para la concesión de la sustitución de la pena de prisión o de las medidas de aseguramiento de detención preventiva por domiciliaria, a todos aquellos privados de la libertad que no se encuentren excluidos en el listado taxativo consagrado en el artículo 6º Ejusdem: 

“ARTÍCULO 8.- Procedimiento para hacer efectiva la prisión domiciliaria transitoria. Cuando se tratare de personas condenadas a pena privativa de la libertad en establecimiento penitenciario o carcelario, el Director General del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC, por medio de las direcciones regionales y los directores de establecimientos penitenciarios y carcelarios, verificarán preliminarmente el cumplimiento de los requisitos objetivos establecidos en el presente Decreto y remitirán a los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad respectivos, el listado junto con las cartillas biográficas digitalizadas, el cómputo de la pena, la información que obre en la hoja de vida, los antecedentes judiciales y los certificados médicos correspondientes de personas privadas la libertad que se ajusten a cualquiera las circunstancias descritas en artículo segundo, para que dentro del término máximo de cinco (5) días den aplicación a lo dispuesto en este Decreto Legislativo. (…)”

De igual manera, el artículo 6º de la norma en cita consagra la siguiente disposición de obligatorio cumplimiento, previo a conceder el mecanismo sustitutivo de la prisión intramuros: 
“Quedan excluidas las medidas detención y prisión domiciliaria transitorias contempladas en el Decreto Legislativo, las personas que estén incursas en los siguientes delitos previstos en el Código Penal: … delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales de que trata el Título IV”
Es de anotar que la Corte Constitucional declaró la exequibilidad del aludido Decreto, según se desprende del Comunicado No. 31 del 22 de julio de 2020 del Alto Tribunal. 
Acorde con lo anterior, no se pude predicar que por parte del Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira se incurrió en una vulneración a los derechos fundamentales reclamados por la accionante, toda vez que la decisión de negar la medida de prisión domiciliaria transitoria a su pareja obedeció a la estricta aplicación de la norma vigente en el caso concreto, la cual no podía ser desatendida, so pretexto de las comorbilidades patológicas del privado de la libertad, porque infortunadamente fue así como se creó en las disposiciones con fuerza de ley expedidas por el Gobierno.

Es de agregar, de igual manera, que al momento de acudir a la presente acción, el señor Juan Antonio Vargas Arias ya había contraído el Covid-19, como así lo hizo saber el Despacho accionado, sin embargo, se avizora de igual manera que pese a las infortunadas complicaciones presentadas en el estado del paciente, se le ha garantizado el acceso a la salud, tanto así que de manera oportuna fue trasladado hacia un centro asistencial en donde fue hospitalizado por sus quebrantos.  
Por otra parte, se tiene previsto, incluso ordenado mediante auto, que una vez se registre la salida y recuperación del señor Juan Antonio, sea valorado por Medicina Legal para determinar si él padece enfermedades incompatibles con la vida en reclusión, de manera que el Despacho que vigila la ejecución de la pena pueda adoptar una decisión respecto a la prisión domiciliaria por causal de enfermedad grave, averiguación que se intentó por el Juzgado de manera oficiosa en días previos a que el señor Vargas Arias fuera contagiado con Covid. 

Por lo dicho hasta ahora, la Sala puede válidamente concluir que no se cumple con el requisito de subsidiariedad de la tutela, y que el Despacho accionado no incurrió en ninguna vía de hecho que haga procedente la presente acción, acorde con lo cual se habrá de declarar su improcedencia. Sin embargo, se le quiere aclarar a la accionante que con lo aquí dicho no se está declarando de ninguna manera que a su esposo no le asista el derecho a gozar de protección y una eventual prisión domiciliaria por enfermedad grave, tan solo que ello deberá ser dilucidado ante la instancia correspondiente, y se puede avizorar que aquella viene realizando las gestiones del caso para vigilar las condiciones de privación de la libertad del señor Juan Antonio.
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: DECLARARAR IMPROCEDENTE la acción de tutela incoada por la GLORIA INÉS MONTOYA GAVIRIA, quien propugna por los intereses de su compañero sentimental JUAN ANTONIO VARGAS ARIAS; conforme con lo manifestado en la parte motiva de la presente providencia.
SEGUNDO: Se ordena notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. 

CUARTO: En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE:

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ
Magistrada
� Corte Constitucional, sentencia T-103 de 2010, M.P. Dr. Jorge Iván Palacio Palacio.
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